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Dentro de la causa signada con el Nro. 247-2024-TCE, se ha dictado lo que a continuación

nc perm i lo tía nscribi,-:

“Quilo DM., 14 de marzo de 2025, a las ] 8h05.

EL PLENO DEL TRIBUNAL CONTENCIOSO ELECTORAL, EXPIDE LA
SlGUIENTl:

SENTENCIA

CAUSA Nro. 247-2024-TCE

lema: Recurso subjetivo contencioso electoral inteq,uesio por e] señor Néstor Napoleón

Mauoquin CarTera. contra la Resolución Nm. PLE-CNE-l-24-1O-2024-SS de 24 de

tubre de 2024, emitida por el Pleno del Consejo Nacional Elecloral. con la cual

resolvió inadmitir la solicitud de enirega de) formato de formulario para la recolección de

finnas de respaldo para la revocatoria dci mandato en contra del alcalde dci Distrito

Metropolitano de Quito.

El Tribunal Contencioso Electoral resuelve aceptar el recurso de ape[ación, declarar la

nulidad de la Resolución Nro. PLE-CNE-l-24-l0-2024-SS, y disponer al Consejo

Nacional Electoral que, en ci plazo de quince (15) días. entreguc los formularios para la

recolección de fn-mas para la revocatoria del mandato del alcalde del Distrito

Metropolitano de Quito.

1. ANTECEDENTES PROCESALES

1. El 27 dc octubre de 2024 a las 1 lh33. se recibió en la Secretaria General de] Tribunal

(britencioso Electoral, un recurso subjetivo contencioso electoral susciiCo por ci señor

Néstor Napoleón Marroquín Carrera en onjurito con sus abogados palrocinadores Alfonso
López Jaramillo. Carlos Vega Castellanos y Aníbal CaiTera Arboleda. cii contra de la

Resolución Nro. PLE-CN&l-24-l0-2024-SS de 24 de octubre de 2024. emitida por el

Pleno del Consejo Nacional Electoral (Fs. 1-15 vta.).
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2. La Secretaría General de este Tribunal asignó u la causa el número 247-2024-TCE. y en

virtud del sorteo electrónico etbctuado el 27 de octubre de 2024 a [as 17h13. según la razón

sentada por el secretario general del Tribunal, se radicó la competencia en el doctor Joaquin

Viteri Llanga (Es. 16-LS).

3. El 13 de diciembre de 2024 a Las 15h26. el juez de instancia emitió sentencia dentro de la

causa y, en [o principal, resolvió negar el recurso subjetivo contencioso electoral y ratificar

el contenido de la Resolución Nro. PLE-CNE-1-24-[0-2024-SS, de 24 de octubre de 2024.

emitida por el Pleno del Consejo Nacional Electoral (Es. 249-257).

4. El 17 de diciembre de 2024 a las 16h29. se recibió en la Secretaria General del Tnbuna[.

un escrito en tres (03) fojas, suscrito por el señor Néstor Napoleón Marroquín Carrera, en

conjunto con sus abogados patrocinadores Alfonso López Jaramillo. Carlos Vega

Castellanos y Anibal Cai’jei-a Ai-holcda, con el cual presentó recurso de apelación a la

sentencia de 13 de diciembre de 2024 (Fs. 266-268 vta.).

5. Mediante auto de 19 de diciembre 2024 a las 11h16. el juez de instancia concedió el

recurso de apelación interpuesto dentro de la presente causa (Fs. 27 1-272).

6. El 20 de diciembre de 2024 a las 18h43. se efec;uó el sorteo electrónico para determinar

al juez competente para conocer el recurso de apelación interpuesto por el señor Néstor

Napoleón \lari’oquin Can-era. radicándose la competencia en el doctor Ángel Tones

Maldonado. juez del Tribunal Contencioso Electoral. conforme la razón sentada por el

secretario general de este Tribunal (Fs. 284-2S6).

7. El 09 de enero de 2025 a las 08h38. en atención al requerimiento efecwado por el juez

susianciador. se recibió el Memorando Nro. TCE-SG-OM-2025-0012-M de 08 de enero de

2025. suscrito por el secretario £eneral de este Tribunal, con e1 cual. cerlifica quiénes son

los jueces que irgemverdmón cii el conocimiento y resolución del recurso de apelación dentro

de la prescrte causa y eeritica

..) el Pleno Jurisdicciorial para conocer y resolver el recurso de apelación dentro de la causa
Nro. 247-2024-1’CE. sc cilcilentra conFormado por:

Abg. vomuic Colonia PcraIta
Dr. Aigcl Torres MaIdonado
Dr, Fernando Muñoz BeniIez
Mgs. Guillerímio Ortega Caicedo; y,
Ah. Richard González Dñvila(..
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8. Mediante auto de 13 de enero de 2025 a las 1 ihiO, el doctor Áiigel Torres Maldonado.

juez sustanciador, en lo principal. admitió a trámite el recurso de apclación interpuesto por

ci señor \éstor Napoleón Nianoquin Canera (Fs. 289- 290).

9. Con \icmurando Nro. TCE-SG-OM-2025-0057-M de 31 de enero de 205. el magíster

Milton Andrés Paredes, secretario general de cstc Tribunal, remitió el Memorando Nro.

TCE-WO-2025-J032-M de 30 de enero de 2025, fiuinado electrónicamenie por el magíster

Guiltenno Ortegi Cakcdo, que contiene su escrito de excusa presentado ante [a Presidencia

de este Tribunal (Fs.299-304).

lO. El 03 de febrero de 2025 a las 16h30, el doctor Ángel Torres Maldonado dispuso:

suspender plazos y términos para la tramitación de la causa principal y que ja Secretaría

General del Tribunal proceda conForme e1 articulo 57 del Reglamento de Trámites dcl

Tribunal Contencioso Electoral y la Resolución PLE-TCE-[-24-10-2023 emitida por el

Pleno del Tribunal Contencioso Electoral (Fs. 305-306).

11. El 04 de febrero de 2025 a las 16h36, se efectuó el sorteo elecirónico para deteninar al

juez ponente de la resolución del incidente de excusa, radicándose la competencia en el

doctor Fernando Muñoz Benítez, juez. del Tribunal Contencioso Electoral. confonne la

raz.ón sentada por e] secretado general de este Tribunal (Fs.3 14- 316).

12. El 19 de febrero de 2025 a las 19h48. el Pleno inrisdiccional de este Tribunal, con voto

de resolvió negar el incidente de excusa propneslo por el magister Guillemio

Orlega Caicedo; devolver el cxpcdienic al juez de la causa principal; e incorporar al

expedicntc el original de la resolución (Fs. 675-682).

13. Mediante auto de 24 de febrero de 2025 a las 2h00. el juez de apelación dispuso

reanudar ‘os plazos y lérminos procesales y continuar con la traniitación de la causa (Fs.

690-691).

11. ANÁLISIS DE FORMA

2.1. Competencia

14. El lercer inciso del artículo 72 de la Ley Orgánica Electoral y de Organizaciones

Polimicas de la República del Ecuador. Código de la Democracia (en adelante, Código de la

Voto aIvado del Iocior Fernando Muñoz Benitcz y del doctor Roosevelt Cedeño López.
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Democracia), prescribe que, en los casos de doble instancia, la primera estará a cargo del
juez seleccionado por sorteo, de cuya decisión cabe el recurso de apelación ante el Pleno
del Tribunal Contencioso Electoral.

15. El numeral 6 del artículo 268 del Código de la Democracia en concordancia con el
numeral 6 del artículo 4 del Reglainenlo de Trámites del Tribunal Contencioso Electoral
(en adelante, RTFCE). dispone que el Ti-ibunal Contencioso Electoral es competente para
conocer y resolver los recursos horizontales y verticaks referentes a sus sentencias, autos y
resoluciones por consiguiente, el Pleno del Tribunal es competente para conoce, y resolver

e1 recurso de apelación presentado por el señor Néstor Napoleón Marroquín Carrera.

2.2. Legitimación activa

16. De la revisión del expediente se observa que el señor Néstor Napoleón Marroquín

Can-era es parte procesal en la presente causa; por tanto, cuenta con legitimación activa

para interponer d recurso vertical de apelación en contra de la sentencia dictada el 13 de
diciembre de 2024 a las l 5h26, al amparo de lo previsto en el numeral 9 deI artículo 13 del
RTTCE.

2.3. Oportunidad

17. El articulo 214 del RTTCE señala que el recurso de apelación se interpondrá dentro de
los tres días contados a partir de la última notificación. La sentencia de primera instancia,

de 13 de diciembre de 2024 a las 15h26. tite notificada a las partes procesales el mismo día,
de conformidad con las razones sentadas por el secretar o relator ad-Jive del Despacho del
juez a quo2. El recurrente presentó el escrito que contiene el recurso de apelación el 17 de

diciembre de 2024, a las 16h29 por lo que se vcrifica que es oportuno.

III. ANÁLISIS DE FONDO

3.1 Argumentos desarrollados en la sentencia de 13 de diciembre de 2O24

18. El juez a quo, en la sentencia impugnada. planteó resolver dos problemas jurídicos,

consistentes, el primero, en explicar en qué consiste el ejercicio del derecho de revocatoria

del mandato a una autoridad de clccción popular; y, e] segundo en detenninar si la

2 Foja. 262 vta.
1 Foja. 249-257.
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Resolución Nro. PLE-CNE-I-24-IO-2024-SS de 24 de octubre de 2024. emitida por e]

Pleno del Consejo Nacional Electoral vuineró los derechos invocados por el recunente.

19. En respuesta al primer problema jut-ídico el juez de instancia señaló que el ejercicio del

derecho a revocar el mandato a las autoridades de elección popular, presupone el

cumplimiento de requisitos y fornialidades conforme disponen el inciso segundo del

artículo 105 de la Constitución de la República del Ecuador (en adelante. CRE) y el articulo

199 del Código de la Dcmocracia; caso contario el órgano administrativo electoral no podrá

viahilizar e] proceso de revocatoria del mandato de una autoridad de elección popular.

20. Para nsolver el segundo problema jurídico. examinó el proceso de solicitud de erifrega

de foniato de íormularios para la recolección de íimias para la revocalona de la autoridad

cuestionada, con el fm de detenninar si la resolución recunida incurre cn los cargos

imputados por el recurrente.

20.1. En primer lugar. dnumeró los antecedentes leticos y luego. seña]ó que el

ejercicio del derecho de revncaloria del mandato debe cumplir los requisitos que

prevé ci articulo innumerado agregado a continuación del a,lículo 25 de la Ley

Orgánica de Participación Ciudjdanu (en adelante, LOPC). En tal sentido advirtió

que el señor Néstor Napoleón Manoquin Carrera, al momento de solicitar la entrega

del [ormato reftrido, no cumplió con los numerales 1 y 2 de la referida norma, sin

cmbargo, señala, dicha omisión ftie subsanada por la autoridad administrativa sin

que le sea permitido hacerla

20.2 Luego, realizó el análisis respecto a la motivación de la solicitud del fo,mulaiio

de firmas para la revocatoria del mandato de la autoridad cuestionada y determinó

que no cumple con el requisito que pi-evé el literal e) del artículo 14 del Reglamento

para el Ejercicio de la Democracia Directa a través de la Iniciativa Popular

Normativa, Consultas Populares, Referéndum y Revocatoria del Mandato (en

adelante. Reglamento para el ejercicio de la democracia directa).

21. Puntualizó que el mini sor de la evocatoria de mandato lirndamcnó su solicitud en la

sunción impuesta por este Tribunal, a la autoridad cuestionada en la causa Nzo. 316-2923-

TCE, por incurrir en la infracción electoral grave tipificada en el numeral 3 del articulo 278

dci Código de la Democracia, lo cual, señala, -a ciitenio Icl recurrente- constituye

i ncuniplimiento de funciones. Al respecto determinó que la sanción impuesta en aplicación

(le la norma electoral citada no guarda relación con las facultades, ujihuciones y deberes

que les corresponde a los alcaldes municipales conforme el articulo 90 del Código

5



TR1BLNAL CONTENCIOSO ELECTORAL

Iml*w* coa,o.c,o.a

Causa Nro. 247- 2024-TCE

Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización (en adelante,
COOTAD).

22. Adicionalmente, refirió que el ciudadano Néstor Napoleón Marroquín Carera no alegó
ni probó, de manera específica, cuál de las atribuciones previstas en el articulo 90 del
COOTAD incumplió la autojidad cuestionada, pues únicamente presentó copia certificada
de la sentencia dictada en la causa Nro. 316-2023- TCE, incumplimiento que, según reitera
el juez a quo, tienen que ser en relación con las funciones y obligaciones establecidas en la
CRE y la ley correspoHdiente a cada una de las dignidades de elección popular, y no del
artículo 90 de la referida norma, conforme dispone el artículo 25 de la LOPC.

23. Concluyó que la petición de formato de íormulario para recoger firmas de respaldo a la
revocatoria del mandato del alcalde del Distrito Metropolitano de Quito en el caso sul
judice carece de la debida motivación, que exige el artícu[o 27 de la LOPC, esto es. la
argumentación ‘que la respa/de de Illanera clara y precisa, ¡ustificando las razones en las

que se sustenta la solicitud’.

24. Por último, el juez a quo advirtió que no hubo afectación ni wilneración del derecho de
participación invocado por el ciudadano Néstor Napoleón Marroquín Carrera, puesto que
éste incumplió los requisitos previstos en la normativa pertinente, lo que impidió la entrega
de los formularios para efectuar el proceso de revocatoria del mandato que pretende
impulsar el recurrente.

25. Sostiene que tampoco evidcncíó la alegada falta de motivación de la Resolución Nro.
PLE-CNE-l-24-lO-2024-SS, pues indicó que esta cuenta con suficiente ftinda,nentación
fáctica y jurídica, al identificar los supuestos fácticos objeto de análisis, citar las
disposiciones y principios jurídicos pertinentes y aplicables al caso, contener una
concatenación lógica entre las premisas y la conclusión, y encontrarse redactada de forma
inteligible, por lo que cumple con los parámetros de motivación en los términos que exige
el artículo 76, numeral 7, literal 1) de la CRE.

3.2 Contenido del recurso de apelación4

26. El señor Néstor Napoleón Marroquín Carrera, en su escrito de apelación, señala, en
primer lugar, que la sentencia impugnada establece de lhrma parcial las premisas jurídicas
que posterionnente sirven para la formulación de los dos problemas jurídicos analizados y

Fojas 260-262.
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su resolución. Indica que su petición de (bnnularios dentro del proceso de revocatoria del

tiandato se fundarnenta en que la autoridad incurrió en una de las causales que estipula el

articulo 25 de la LOPC. en concordancia con el literal e) del artículo 14 del Reglamento

para el ejercicio de la democracia directa. El fondo de su solicitud, añade, es el

incumplimiento de las ftmciones de la autoridad a ser revocada, funciones que constan en la

CRE y la ley relativas a sus competencias, y que no analiza la sentencia rccurrida.

27. Señala que el incumplimiento de funciones constitucionales y legales es evidente con la

sanción impuesta al seiXor Chi-istian Pabel Muñoz López, burgomaestre del cnIón Quito, y

por ende Rincionario público, por el Tribuna] Contencioso Electoral dentro de la causa Nro.

3T6-2O23TCE. al incurrir en la infracción electoral tipificada en el articulo 278 del Código

de la Democracia, que prohíbe a los servidores públicos realizar actos que induzcan al voto

a lavor de determinada preferencia electoral o promover aportes económicos a una

organización política o a una candidata o candidato. Hecho que, señala, ha sido probado

más allá de toda duda razonable y que no fue analizado por el juez a quo.

28. Además, indica que si bien el recunente se equivocó al citar la no-rna incumplida, el

juez u qiio debía aplicar el principio procesal lina nm-it curia, pues el hecho atribuido y

probado tampoco está permitido en el articulo 90 del COOTAD. específicamente en el

¡ erai ‘cc) Las de,nás an-ih,,c/o,,es (fl(C p!’eveafl /u lev y el estatuto ¿le autonu,,,,a ‘, en

concordancia COn el artículo 226 de la CRE, el primero que establece las atribuciones y

funciones del alcalde entre las cuales no se encuentra la (te realizar actos que induzcan al

voto a ivor de detemünada preferencia electoral o promuevan aportes económicos a una

orgaruzación política o a una candidata o candidato, y el segundo, que las instituciones del

Estado, sus organismos y dependencias, así como los servidores públicos y cualquier

persona que actúe en ejercicio de una autoridad estatal, solo podrán ejercer las

competencias y atribuciones que les sean asignadas por la Constitución y La ley.

29. Señala que se evidencia el incumplimiento de Las atribuciones y funciones por parte del

seflor Clu’istian Pahel Muñoz López. e) su calidad de alcalde metropolitano del Distrito

Meiropolitano de Quito. pies ni en la Constitución ni, en específico, en e1 COOTAD se

menciona que esta sea la única ley que establezca las ftincioncs y atribuciones de los

alcaldes o alcaldesas.

30. Luego, argumenta que el juez a que ‘o precisó que la conducta tipi flcada y sancionada

como infracción electoral en el numeral 3 del artículo 278 del Código de la Dcmocraeia sea

tina conducta, acto, atribución o función debidamente autonzada al hinci,niario público que

ostcnta y ej erce el cargo de alcalde netropol itano de Quito. Por lo lanto. indica, el

-
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problemajurídico propuesto en el numeral 20.2 y desarrollado en los numerales 29 al 47 no
tiene el fundamento necesalio para concluir que la negativa realizada en la resolución
recurrida sea correcta.

31. Finalmente, solicita que se ordene al Consejo Nacional Electoral la entrega de los
Formularios para la recolección de finnas dentro del proceso revocatorio del alcalde de
Quito, señor Christian Pabel Muñoz López, al haberse confirmado que incumplió en el
ejercicio de su cargo. [as funciones y atribuciones establecidas en la Constitución y la ley,
subsumiendo su conducta en una de las causales que estipula el artículo 25 de la LOPC, en
concordancia con el literaL c) del artículo 14 del Reglamento para el Ejercicio de la
Democracia Directa.

3.3. Análisis jurídico

32. Una vez revisado ci recurso de apelación propuesto y analizada la sentencia subida en
grado, el Pleno del Tribunal Contencioso Electoral plantea los siguientes problemas
jurídicos para resolver ]a controversia: 1) ¿El señor Néstor Napoleón Marroquín Carrera
cumplió con los requisitos que prevé la norma jurídica para el ejercicio del derecho a la
revocatoria del mandato? y. ji) ¿La sentencia impugnada adolece de deficiencia
motivacional confonne lo refiere el recurrente?

3.3.1 De los requisitos que prevé la norma jurídica para el ejercido del derecho a la

revocatoria del mandato

33. Paja resolver el primer problema juridico planteado, esto es, si el señor Néstor

Napoleón Marroquín Carrera cumplió los requisitos que prevé la norma juridica que regula

el ejercicio del derecho a la revocatoria del mandato; se realiza el siguiente análisis Fáctico

y jurídico.

34. La participación ciudadana, confonne establece el artícuLo 95 de la CRE, es un rol

protagónico de [as y los ciudadanos en la toma de decisiones, planificación y gestión (le los

asuntos públicos, asi como en el contml de las instituciones del Estado y de la sociedad,

incluyendo a sus representantes; este derecho abarca todos los asuntos de interés público

mediante los mecanismos de la democracia representativa, (111-ceta y comunitaria.

35. Entre los derechos de participación consta en eL artículo 61 ibídem el de “[r]e.’oca, e!
nia,,dulo que Ilayali conferido a lux ti,,l,,idaclex (le e/ea-ion popular”. Derecho que es
regulado. más adelante en el artículo 105 de la nomia constitucional, en los siguientes

8
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términos: ‘fija solidt,u/ de p-eLoccÍorü, del ,nundc,to podt’a píesentaíse ¡fila vez cumplido

el prbflci’o Y antes dci 1,1/1010 ano del pe;’wdo parc, el que fue electa la autoridad

c’,,esíionada. D,,,’ante el periodo de ges! 16,, 11’ uu’ cI f/u;i(icul pod;6 ¡va li:a,ççc sólo iii

¿7 ‘0< C.’ O (k ?‘C ocaÍoría CIC4 ,nanu’ato

36. Por su pacte, la Coite Constitucional del Ettk,dor. respecto a este derecho de

participación señaló:

El derecho a rL’ocar el mandato por parte de la ciudadanía a las autoridades de elección

popular, al ser un elemento imponante que per:ite el desarrollo de la de,nocr,cia directa,

debe encnarcarse dentro de un proceso transparente, por ¡o que su regulación debe

plasmarsc en normas claras, públicas y aplicadas por las autoridades competentes, lo que

permitirá el elctivo goce de este derecho ciudadano.5

(...) la Constitución de la República otorga el derecho de revocar el mandato de las

autoridades a quienes democráticamente se los concedió previamente, rnateriaHzando una

herramienta de democracia directa que es ejercida en virtud de la soberanía popular prevista

en un Estado constitucional de derechos y justicia, social y democrático como el Ecuador, a

través de la participación protagónica que desempeña la ciudadanía en el poder público,

particularmente en la toma de decisiones, planificación y gestión de las asuntos públicos y

en el control de ls instiluciones del Estado asi como de sus representantes, concluyendo

así, que el adecuado ejercicio de csle derecho guarda plena tnctilación con tas

disposiciones coi,stitucionalcs prev:as en los irticulos l y 95’.

37. Los articulos 199 y 200 del Código de la Democracia y 310 del COnTAD regulan el

cjercicio de eMe derecho, respecto a la solicitud, procedimiento y condición de

temporalidad, que se desarrollan con más detalle en b LOPC artículos 25. innumerado

ui-cgado después del articulo 25 y 27 los cuales, a su vez, señalan las causales, requisitos

de admisibilidad y trámite, en los siguientes téí’IU ¡nos:

Art, 25.- Revocatoha del mandato. - Las electoras y electores ,odi’án revocar

democráticamente el mandato a las autoridades de elección popular por incumplimiento de

su plan de t,’ahao, de las disposiciones legales relativas a la participación ciudadana y las

demás Iiinciones y obligaciones establecidas en la Constitución de la República y la ley

correspondiente a cada una de las dignidades de elección popular (.

Curie Constitucional del Eciiadoi-, Sentencia No 001-1 l-SlO-C(’. en Cusu Nro. 005-JO-ID. de 26 de elido
de 2!N 1. pá;r. 20.

(‘une Conçtitiicitinal del Ectiuçlcr. Sotciicia Nro. 019-1 -SlN-CC. cii Citvo ;Wn. 0030-1 / fN cje 24 dc unb

dv 2315, prr. 7.
9
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Art. ..- Requisitos de admisibilidad:
1. Comprobación de la identidad del proponente y que este en ejercicio de los derechos de
participación;
2. Demostración de no enconirarse incurso en alguna de las causales que lo inhabiliten; Y
3. La delerminación clara y precisa de los motivos por los cuales se solicita la revocatoria la
misma que servirá de base para la recolección de firmas y el proceso de revocatoria;

Sn el proceso de admisión se notificará a la autoridad adjuntando una copia de la solicitud y
se le otorgará siete días de término para impugnar en forma documentada la solicitud por no

reunir los requisitos de admisibilidad.

El CNE tendrá un término de siete días para admitir o negar la solicitud de revocatoria
presentada.

Art. 27.- Trámite del proceso de revocatoria del mandato.- La solicitud de formularios para

la recolección de firmas, a efecto de la revocatoria del mandato de una autoridad de
elección popular, se la presentará al Conseo Nacional Electoral y deberá contener la
motivación que la respa’de de manera clara y precisa justificando las razones en las que se
sustenta la solicitud.

La motivación no podrá cuestionar el cumplimiento pleno de las funciones y atribuciones
que por ley les corresponde a las autoridades; (..)
El solicitante presentará al Consejo Nacional Electoral la petición de revocatoria del
mandato de la autoridad cuestionada, acompañando los respaldos conforme a lo previsto en
el Artículo 26 de esta Ley. (...)

38. Adicionalrnente, el Reglamento para el ejercicio de la democracia directa, en su artículo

14 establece:

Contenido de la Solicitud de Fornnilario para la Recolección de Firmas.- La solicitud se la
presentará en el formulario entregado por el Consejo Nacional Electoral adjuntando copia
de la cédula de ciudadanía dc el o los peticionarios, deberá ser motivada y referirse a:

e. Las ftrnciones Y obligaciones establecidas en la Constitución y la ley, eferentes a la
dignidad que ejerce la auloridad, y la descripción motivada de las condiciones en las que se
habría producido el incumpl ini ento.

39. Conforme la nonnativa cilada, el cjcrcieio dci derecho de revocatoria del mandato de

autoridades de elección popular se encuentra reg[ado; por tanto, los promotores de la

revocatoria del mandato, así como las autoridades competentes tienen el deber de observar

su debido cumplimento para que sólo entonces los ciudadanos expresen su voluntad de

revocar o ratificar el mandato conferido en la respectiva elección.

lo
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40. En el caso en análisis, el solicitante de los formularios para la recolección de firmas

para proponer la revocatoria del mandato de la auloridad cuestionada, presentó su solicitud,

ante el organismo adrninistraiivo desconeentrado ci 05 de agosto de 2024, fundamentada en

el arlicu lo 25 de a LOPC: ‘iucuinp/ini/ento de as ha clones i oh/igaciones cstahlec/dcts e’;

la CRE y la lev tmrespoiidientc a cm/ti Una ¿le la ¿lignk/atles de e/t Cc/di, popular . por

cuanto, en la sentencia Nro. 316-2023-TCE dictada por este Tribunal. se declaró la

responsabilidad de la referida autoridad por el cometimiento de la infracción electoral

determinada en el numeral 3 del articulo 278 del Código de la Democracia.

41. La Delegación Provincial Electoral de Pichiiicba Emitió el expediente administrativo al

Consejo Nacional Electoral, el 03 de septiembre de 2024, órgano administrativo que

verificó el eumpkmiento de los requisitos de forma y lbndo. y mediante Resolución Nro.

PLECNE-l-24-l0-2O24-SS negó la entrega de los formularios para la recolección de

fu-mas para la revocatoria de mandato, pues, por una parte, determino que el proponente

cumplió con los siguientes requisitos:

a) Comprobación de la identidad del proponente y que esté en ejercicio de los derechos de

participación.
h) Que e] proponente no se encuentre incurso en las causales de inhabilidad.

d) Nombres apellidos y números de cédula de las o los peticionarios.

e) Nombres. upeHidos, números de cédula, correo c!c-ctiórico. dirección, números

telefónicos. oriQIIIal y copias a color de la cédula y papeleta de votación dv la o el

representante o procurador comin.

1) Certificado de estar en ejercicio de los derechos de participación otorgado por el Consejo

Nacional Elceirral.
g) F.ivrega de medio magnético.
h) La so]icitud de revocatoria de mandato se ha propuesw una vez cump!ido el primer año y

ames del último año del periodo para e) que fte elcct[aJ la auroridad cueslionada.

) Que el peticionario conste inscrito en el registro electoral tic la circunscripción de la

autoridad cuya revocatoria se propone.7

42. y, po’ otra parte, determinó que no cumplió con: “e,) La deteinjinació,, cku-a y precisa

de los tio1ivos pw los cuales se solícita la rel’Ocato,ia, los cuales Serviráil de base para la

jeco/eccid,, de /iin;as le! ¡ny ces o de fl’’oca(orIa ‘. Ya que efirió que el proponente no

expuso los motivos (le SU petición y no adj unió documentación ile los supuestos

incumplimientos establecidos en a CRE y la ley, así como tampoco la descripción de los

hechos en los que se ha producido algún incumplimiento, conforme ordena el COOTAD.

‘Fojas 209 vta. .214 vta.
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43. Así como tampoco cumplió con la “/.) fínjotivación de la solicitud de revocatoria del
niuiidato y en tomo a este requisito, con “/3) El inciinip/iniiento de las funciones
obligaciones establecidas en la Constitución .v la ley. ,tfereníes a la dignidad que e/erce la
ti.ittorulutl. y la de.vciipcion ¿le las cvndicionex en las que se habría pi-aducido el
incumplimiento Pues, manifestó que el peticionario no justificó de manera clara, cuál es
el presunto incumplimiento de la ley y de qué manera la sentencia dictada en la causa Nro.
3 16-2023-TCE constituye prueba de la existencia del incumplimiento (le las funciones y
obligaciones del alcalde del Distrito Metropolitano de Quito, establecidas en el artículo 90
del COOTAD.

44. Así también retiné que, el pedido de íhrmularios para a evocatoria de mandato debió
sustentarse con base al incumplimiento de las hinciones y responsabilidades del cargo de
elección popular que ostenta la autoridad cuestionada, previstas en el artículo 90 deI
COOTAD, y no en la sanción impuesta por el Tribunal Contencioso Electoral en la causa
argüida, que no tiene que ver con el incumplimiento de sus competencias o funciones, en
ejercicio del cargo de alcalde metropolitano, ya que confunde la imposición de sanciones
por el cometimiento de conductas antijurídicas, Con la determinación de competencias de
una autoridad en e1 ejercido de sus funciones.

45. En línea con lo anterior, el juez a qilo, al momento de examinar el proceso de solicitud
de [a entrega de fonnularios para la rcco[ección de firmas, en e[ pánafo 34 señaló que el
proponente no cumplió con los requisitos que constan expresamente senalados en los
numerales 1 y 2 del artículo innumerado agregado a continuación del artículo 25 de la
LOPC. Lo cual, si bien -señala- se subsanó sin que les sea permitido, contradice el examen
realizado por el 61-gano administrativo electoral, que en ,-elación a estos requisitos indicó su
cumplimiento.

46. Respecto al contenido de la petición de lhmuato de formularios, el juez a quo recoge en
su mayoría e] análisis elctuado en la resolución impugnada, así en los pálTafos 40 y 41
señala que la petición carece de la debida motivación que exige el artículo 27 de la LOPC,
puesto que el promotor de la revocatoria del mandato no alegó, determinó. identificó, ni
mucho menos prohó de manera específica cuál o cuáles de los debercs y atribuciones
incumplió la autoridad cuestionada, y reiteró que, debe estar relacionado con las funciones

y obligaciones establecidas en la CRE y la ley correspondiente al ejercicio de su caigo. Sin
embargo, limité su estudio a las funciones que prevé el artículo 90 del COOTAD.

47. Análisis que no comparte este Tribunal por las siguientes consideraciones, en primer
lugar, ci aiiículo 25 de la LOPC, cstahlcce lies causales independientes pal-a el ejercicio del
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derecho constitucional de revocatoria del mandato: 1) incumplimÑmo deL plan de trabajo,

1) incumplimiento de las disposiciones legales relativas a la participación ciudadana, e iii)

incumplimiento de las demás funciones y obligaciones establecidas cii la CRE y la ley

correspondiente a cada una de las digiidades de elección popular.

48. El recui-rente fundainentó su solicitud en la teu-cera causal, relacionada con e1

incumplimiento por parte del alcalde metropolitano de Quito de: i) sus funciones y ¡1) las

obligaciones establecidas en: a) la CRE y b) la ley correspondiente a la dignidad que

ostenta. Esto, debido a que se dctc,-niinó su i-esponsahilidad por vulnerar los principios

electorales de igualdad de condicioncs y liberlad de sufragio, adecuando su conducta a la

infracción eleoral tipifleada en el riuiiierai 3 dci artículo 278, conforrnc a la sentencia

emitida por este Tribunal en a causa Nuc,. 3 l6-2023-TCE: dicha razón constituye- a criterio

de esta Magistratura- un motivo c[aro y preciso. confonne a la causal invocada.

49. El artículo 83 de la norma constitucional pitscribe la obligación de los ciudadanos, sin

peijuicio de otros debe,’es, de acatar y cumplir la Constitución, la ley y las decisiones

legitimas de autoridad competente. El articulo 226 ibídem, establece como principios de la

administración pública, el de legalidad y limitación del poder. referentes a que ninguna

autoridad, institución o servidor público puede actuar más al]á de lo que le esté permitido

por la Constitución o las leyes. Este principio asegura que as acftiadones de autoridades no

sean arbitrarias y que siempre se ajusten al marce normativo establecido, evitando abusos

de poder y garantizando el respeto a los derechos de los ciudadanos.

50. Por lo que, un servidor público, en el presente caso (le la envergadura de alcalde

metropolitano, debe cumplir irrestrictamente sus obligaciones y ftLnciones previstas en la

Constitución y Las leyes, respecto a la dignidad que ejerce. No puede actuar más allá de lo

que le esté permitido, pues lo contrario implicaría el incumplimiento de sus obligaciones.

SI. Adicionalmcnte, la Constitución, en su articulo 230, prevé la dcdicación exclusiva al

servicio público y la prohibición de desemj,ejiai’ otros cargos, salvo la docencia fuera del

honirio laboral, las cuales son rccogidas en el literal c) del artículo 331 del COOTAD.

respecto a las pi’ohibiciones del ejecutivo, de la siguienle manera: ‘‘abril/curve a

ncupac IO!IC ¡;Icon,par,/ks COl! vl(v fu,!cim,c<v o qzw le o/ihgue,i a c/eveu/c/w’ sus c/e/je,cw y

obligaciones con el goburni’ a,uc5,ionio de,wenuy lirado”.

52. liii este contexto, precisa referir qrc el artículo 90 del COOTAD literal cc) ati-ibuve al

alcaide niefi ‘QJWhUU,O Ci (‘1 ,n,plin,ic,,tn (le l(LÇ (Ien?ás ai,,b, ‘Clones qut’ fi Icican la ley Y Ql

sfc,tt,/n de autononiía lo cual se relacionu con ci artículo 3 ibidem q señala “(e»
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ejercicio de la autoridad y las potestades públicas de los gobiernos autónomos
descentralizados se regirán po; los siguientes p-incipios: ( ) La unidad jurídica se
prexa en la Constitución copilo ,lornla supienii de la República y las leves, Gilvas
disposiciones deben ser acatadas por todos los niveles de gobierno, puesto que ordenan el
proceso de descentralización y autononuas.

53. Confonne a lo expuesto, este Tribunal considera que se encuentran justificados los

motivos por los cuales el sehor Néstor Napoleón Marroquín Carrera solicitó la entrega de

fonnulanos para la recolección de firmas, pues, al ser la evocatoria de mandato un
mecanismo de control político-ciudadano de carácter vertical de las autoridades de elección

popular, estas deben asumir la función pública como un servicio a la colectividad y cumplir

con las funciones y obligaciones previstas en la CRE y la ley.

54. Para el caso que nos ocupa, la fundamentación y presunto incumplimiento de funciones
derivan de una sentencia adoptada por este órgano de administración de justicia electoral,

previo agotamiento del trámite coirespondiente, en cuya virtud constituye prueba por si

misma respecto al incumplimiento de obligaciones previstas en la ley.

3.3.2 Sobre el significado de las funciones y obligaciones de las autoridades públicas

55. Conforme se advierte del expediente, la solicitud de forinulaiios para la recolección de
firmas para la revocatoria del mandato de la autor dad cuestionada incluye una motivación

clara y prccisa, en la que se advierten las razones quc respaldan su pctición. En los

numerales 3, 3.1 y 3.2 se señalan los fundamentos de hecho y de dcrecho, yen el numeral

3.3 se exponen las condiciones del incumplimiento de Unciones y obligaciones

establecidas en la Constitución y a ley. Así también, como respaldo, adjuntó copias

certificadas de [a sentencia ya referida.

56. Se enticndc por funciones que ejercen las autoridades públicas, aquella forma en que se

ejeiten las atribuciones, es decir, las acciones, la manera en que la respectiva institución

participa en la realización de las materias asignadas por Ja Constitución o la Ley, a través

de sus autoridades. En otras palabras, las Funciones son los medios de que el Estado se vale

para ejercer sus atribuciones encaminadas al logro de sus fines. En el presente caso, las

funciones del alcalde del Distrito Metropolitano de Quito, se derivan de las competencias

airihuidas en el artículo 264 de la Constitución y se cneucntran explicitamente dispuestas

en el ailículo 90 dci Código Orgánico de Organización Tcnitorial, Autonomía y
Descentralización y otras lcyes relacionadas que forman parte del ordenamiento jurídico

ecuatoriano,

14
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57. Se entiende por obligación, al deber de hacer o de no hacer algo que se encuentre

explícitamente oi-denado en los textos normativos aplicables a cada autoridad o servidor

público. En el presente caso, se trata de las prohibiciones dispuestas por el ordenamiento

jurídico para quien ejerza el cargo de alcalde del Distnto Metropolitano de Quito. No es

discrecional cumplirlas o no. sino que constituyen obligaciones imperativas cuya

inobservancia puede generar consecuencias jurídicas.

SS. El recurrente basa su soliciNd de formularios para promover la -evocatoria del

mandato, con sustento en la sentencia Nro. 3 l6-2023-TCE, en la cual el Tribunal

Contencioso Eiectoral sancionó al señor Christian Pabel Muñoz López. en su calidad de

alcalde dei Distrito Metropolitano de Quico, por haber incurrido en la infracción electoral

prcvista en eL numeral 3 del articuLo 278 deI Código de la Democracia, en virtud de haber

inducido aL voto en favor de lina prefei-eitcia electoral. pcse a encontiarse en ejercicio (le SUS

kjnciones.

59. Por su parte, el artículo 25 de la Lev Orgánica de Participación Ciudadana y Control

Socia] incorpora entre las causales para la procedencia de la evocatoria del mandato, e]

1 neuniplirniento de “las de,;gós funciones y obligaciones establecidas epi la Co,,sti/,,ck,, ¿It’

la República y la lev tvt;-evpo;idie;;ie a cada tina de las dignidades de elección ¡oplat’\

que para el caso que nos ocupa, se sustenta en una sentencia cmilida por este Tribunal, en la

que se determinó que la autoridad cuya -evocatoria del mandato se solicito, en ejercicio de

sus hinçiones. incurrió en [a infracción eLectoral establecida en numeral 3 del articuLo 278

del Código de la Democracia, es decir, no deriva de una acción u omisión del ordenamiento

jurídico como pai’tieular sino por el cargo de representación popular que ostenta y que se

encuentra establecida por una autoridad judicial competente.

60. Por lo expuesto, este Tribunal concluye que la solicitud de entrega del formato de

recolección de firmas para la revoeatora del mandato del seíor Clwistian Pahel Muñoz

López cumple con lo dispuesto en el articulo 25 de la Ley Orgánicn de Participación

Ciudadana y literal c) del artículo 14 del Reglamento para el Ejercicio de la Democracia

Di recia a través de la Iniciativa Popular Normativa, Consultas Populares, Reftréndum y

Revocatoria de Mandato.

61. Sin embargo. dado que la sentencia Nro. 316-2023-TCE contiene una suncion que se

encuentra en firme, es dccii que, ya fue juzgado y sancionado, el Tribunal debe analizar si

el pi-ocedimiento de revocatoria lel mandato constituye o ‘io doble juzgamiento por la

misma causa y materia, toda vez que se encuentra prohibido en el literal i) del numeral 7

del artícuLo 76 (le la Constitución (le la República de] Ecuador, en co,icoi-dancia con el
15
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articulo 14.7 del Pacto nternaeional de Derechos Civiles y Políticos y el rnlículo 8.4 de la

Convención Anwcicacia ohre Derechos [-lumanos.

3.3.3 Sobre la aplicación del principio non bis iii ¡de,,,

62. La aplicación del piincipio ,,o,’ bis ¡o ¡tino, aforismo latino que significa no dos veces

sobre lo mismo, requiere que la conducta denunciada haya sido definida mediante sentencia

ejecutoriada, es decir que. una vez decarada la inocencia o culpabilidad de una persona

mediante sentencia en ruine, no 1,uede ser nuevamente juzgada. esto es cuando haya
producido los efectos de cosa juzgada. tal corno declaró el Comité de Derechos Humanos

de la ONU durante el periodo de sesiones desarrollado en junio de 2007 en Ginebra.

63. Para definir cuándo opera esta garajitia. es necesamio partir de lo que se entiende por

•‘scr juzgado’. Por juzgado se entiende a un individuo que haya sido condenado o absuelto

por una sentencia firme e inevocable, O sea. contia la que no procede legalmente ningún

recurso. De lo anterior, se deduce que -única y exclusivamente- cuando en un juicio se haya

dicuido una sentencia en los tSninos señalados, y establecidos en los ordenamientos

procesales. se aclualizamá la garantía de seguridad jurídica. En otras palabras. el individuo

de esta manera condenado o abstielio será el titular de la garantía. En caso (le que la

sentencia dictada no tenga ese carácter de irrevocabilidad, es perfectamente factible la

posibilidad de un nuevo proceso.

64. En el presente caso, es claio que mediante sentencia en la causa Ni-o. 3 l6-2023-TCE. el

señor Christian Pabel Muñoz. López fXte Juzgado y sancionado por el Tribunal Contencioso

Electoral que le dncontro responsable de incurrir en infracción electoral tipificada en el

Código de la Democracia y cuya seIilei;ciu se encuentra en [irme. Por tanto, no cabe otro

jilzgamiento y sanción por la misilia causa y razón. Sin embargo, el recurso que motiva la

presente senlencia se refiere a una solicitud de revocatoria del mandato de la misma

autoridad de elección popular, lo cual constituye un ejercicio de democracia directa,

previsto ei el artículo 105 de la Constitución, cuyo decisión rio constituye una amenaza (le

sanción, sirio la posibilidad de que los clcctorcs se pronuncien para ratificar o no la

confianza pública cii d ejercicio del poder politico.

65. Por lo expucsto en prratos anteriores se concluye que la solicitud de i-evocatoria del

mandato no iricune cii la irolmihición constitucional de no ser juzgado y sancionado dos

veces por la iii sina causa y U ateji a -

3.3.4 Sobre la alegada deficiencia rnotivacioiial de la sentencia impugnada
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66. Respecto al segundo problema jurídico, corresponde dctenuiiiar si la sentencia

impugnada adolece de deficiencia inotivacional conforme lo refiere el recurrente, al

respecto se caliza ci siguiente análisis fáctico yjurídico.

67. La motivación corno garantía del derecho al debido proceso se encuentra prevista en e’

ii-tkulo 8.! de la Convención Americana de Derechos Humanos (en adelante, (‘ADK),

mandato de optimización que es recogido en el literal 1) del numeral 7 del artículo 76 de la

CRE que prescribe:

Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en

la resoiución no se enuncian as normas o princinios tirídicos en que se ftndn y no se

explica la pertinencia de su aplicación a [os antecedentes de hecho. Los actos

administrativos. resoluctones o rallos que no se encuentren dehida,nente motivados se

considerarán nulos. Las servidoras o servidores responsables serán sancionados.

68. La Corte Constitucional en la sentencia hito Nro. 1158-1 7-EP/2 ¡ ha determinado las

pautas para examinar los cargos referentes a la vulneración del derecho l debido proceso

ci, lu garantía de la motivación que, conforme su redacción en el texto constitucional citado,

ostenta un criterio rector que implica que la resolución exprese una cstnjctura minimarnente

compieta. compuesta por dos elementos: una fundamentación normatia suficiente y la

fundamentación fáctica suficiente.

69. Como bien establece la retirida sentencia la fundamentación normativa suflciente

implica que se enuncien las reglas y principios jurídicos en que se funda [a decisión tomada

y una justificación suficiente de su empleo a los hechos materia del caso. Por su parte, la

fundamentación fáctica suficiente implica que se establezca de manera justificada los

hechos que se consideran probados en la causa. De incumplirse el ci-iterio rector, la

argumentaciónjurídica adolece de deficiencia motivacional.

70. En este scntido, si bien el recurrente no establece de fbi-ma concreto la deficiencia

motivcional en la que ha incurrido la sentencia impugnada, señaló que dicha resolución

establece (le forma parcial las picin sas u rid cas que posteriornwnte sirven para la

Ihrmulación de los dos problemas jurídicos naJ iados, argumento que, a criterio de este

ir-ib un al, implica el cargo de i nstL flc ¡ e nc i a n1o iv acional.

71. Respecto a la insuficiencia motivacional, la Corte Constitucional ecuatoriana ha

señalado que una argumentación jurídica es insuficiente “cuando la icxpcc!i1a ‘la LS/Li!’

L,,C,,ÍC, co’, alguna fi uiduincnuiOl WHíflafiWi Y alguna /,,nda,nci,ruc,n,; /óctica. pero
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alguna de ellas es insuficiente polqte no cumple el correspot,dien/e estandar de
suficienchi

72. De la revisión de la sentencia recurrida, se observa que no se realiza un análisis

completo de [a fundamentación jurídica. Aunque se enuncian ciertas normas y principios

jurídicos en los párrafos 21 al 28 y se enumeran varios antecedentes fácticos, estos no

guardan relación con los problemas jurídicos que se abordan en los párrafos 35 al 40.

Asimismo, se advierte que en los párrafos 40 y 41, de manera parcial, se responde al

argumento que el recurrente considera es el de fondo de su petición.

73. En tal sentido, este Tribunal considera que la sentencia impugnada adolece del vicio de

insuficiencia motivacional al no contar con una argumentación fáctica y jurídica que

cumpla con el criterio rector.

IV. DECISIÓN

Por las consideraciones expuestas, ADMINISTRANDO JUSTICIA, EN NOMBRE DEL

PUEBLO SOBERANO DEL ECUADOR, Y POR AUTORIDAD DE LA
CONSTITUCIÓN Y LAS LEYES DE LA REPÚBLICA, el Pleno de este Tribunal
resuelve:

PRIMERO.- Aceptar el recurso de apelación intempuesto por el señor Néstor Napoleón
Marroquín Carrera en contra de la sentencia emitida por el juez de instancia el 13 de
diciembre de 2024 a las 15h26.

SEGUNDO.- Declarar la nulidad de la Resolución Nro. PLE-CNE-I-24-IO-2024-SS de 24

de octubre de 2024.

TERCERO,- Disponer al Consejo Nacional Electoral que, en el plazo de quince (15) días,

entregue los formularios para Ja recolección de Firmas para la ‘evocatoria del mandato del
alcalde del Distrito Metropolitano de Quito al solicitante señor Néstor Napoleón Marroquín

Carrera.

CUARTO.- Una vez ejecutoriada la prcscntc scntcncia, se dispone el archivo de la causa.

QUENTO.- Notifiquese con el contenido de la presente sentencia:

Coile Constitucional del EeuadDr, Sentencia Nro. 1 158-F7-EP/21 de 20 (le octubre de 2021, pálTafo 69.
IX
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5.1. Al señor Néstor Napoleón Marroquín Cawera y sus abogados patrocinadores en los

coneos electrónicos: lopeMlfonøyalloo.coin; ega08wgrnail.coin;

anibal carrera(uhotmail.corn; y. en la casilla contencioso electoral Nro. 073.

5.2. Al Consejo Nacional Electoral, través de su prcside,iI Shirarn Diana Atarnaini

WampuÉsar y sus abogados patrocinadores en [os corteos elechonicos:

asesoriajuridicacne,ob.ec; secretariagcneralftqçne.gob.ec;

santiagovallejocne.goh.ec; y, en [a casiDa contencioso electora! Nro. 003.

SEXTO.- Siga actuando el magíster Milton Paredes Paredes, secretario general de este

Tribunal.

SÉPTIMO.- Pub]iquese el conienido de la presente sentencia en la carielera virlual-página

ve1, inslitucional www.tce.gob.ec. -

CÚMPLASE Y NOTIFÍQUESE. —“ E.) Ahg. lvonne Colonia Peralta, JUEZA; Dr. Ángel

Iones Maldonado Msc. Phd (c). JUEZ; Dr. Femando Muñoz Bcnitez. JUEZ (VOTO

SALVADO); Mgs. Guillenno OIlega Caicedo. JUEZ; Ab. Richard González Dávila.

JUEZ (VOTO SAL’ADOV’
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CARTELERA VIRTUAL-PÁGINA WEB INSTITUCIONAL www.rce.2ob.ec

A: PÚBLICO EN GENERAL

Dentro de la causa signada con el Nro. 247-2024-TCE, se ha dictado lo que a

continuación me permito transcribir:

“VOTO SALVADO

DR. FERNANDO MUÑOZ BENÍTEZ
JUEZ PRINCIPAL

En relación a la sentencia dictada por la mayoría de los miembros del Tribunal
Contencioso Electoral, dentro de la presente causa, expreso respetuosamente los
argumentos iuridtcos en virtud de los cuales me permito dísentir. respecto a!
análisis practicado:

FUNDAMENTOS DE LA SENTENCIA DE INSTANCIA:

1. La sentencia emitida por el juez de instancia dentro de la presente causa,
contiene los siguientes argumentos:

1.1. Que, el presente recluso subjetivo contencioso electoral ha sido propuesto
por el señor Néstor Napoleón Marroquín Carrera, en contra de la
resolución Nro. PLE-CNE-i-24-i0-2024-SS, con la cual, el Consejo Nacional
Electoral, resolvió negar la solicitud de entrega del formato de formulario
para la recolección de firmas de respaldo para (a evocatoria del mandato
al señor Cliristiati Pabel Muñoz López, alcalde del Distrito Metropolitano de
Quito.

1.2. Que, tanto en [a sede administrativa, como en la sede ¡urisdiccional, el
accionante se fundamentó en la causal prevista en el literal cJ del aitículo
14 del Reglamento para el Ejercicio de la Democracia Directa a Través de la
Iniciativa Popular Normativa, Consultas Populares, Referéndum y
Revocatoria del Mandato del Consejo Nacional Electoral.

1.3. Que, el accionante del presente recurso ha establecido como
incumplimiento de ínnciones atribuibles a la autoridad cuestionada, el
hecho de que ésta última haya recibido sentencia condenatoria po) este
Tribunal dentro de la causa Nro. 316-2023-TCE, al haber demostrado el
cornetin’.iento de actos proselitistas tipificados y sancionado en el artículo
278 numeral 3 del Código de la Deniocracia

1.4. Que las funciones y atribuciones de los alcaldes constan detaladas en el
artículo 90 del COOTAU, y en la presente causa el proponente 110 ha

alegado ni ha probado los incumplimientos la autoridad cuestionada.

GPANTEÁ}.4OS
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1.5. Con tales antecedentes, rechaza el recurso subjetivo contencioso electoral
propuesto y ratífica el acto administrativo recurrido.

FUNDAMENTOS DEL RECURSO DE APELACIÓN:

2. El recurrente, fundamenta su apelación en los siguientes términos:

2.1. Que, la sentencia que contiene la sanción impuesta a la autoridad
cuestionada en la sentencia dictada dentro de la causa 3 I6-2023-TCE, es
motivo para, a su criterio, determinar el incumplimiento de funciones por
el cual busca iniciar un proceso de recolección de firmas para la remoción
del señor Christian Pabel Muñoz López, alcalde del Distrito Metropolitano
de Quito.

22. Que, la sentencia y sanción impuesta por parte de este Tribunal al señor
Christian Pabel Muñoz López, alcalde del Distrito Metropolitano de Quito,
es, a su entender, prueba suficiente para demostrar que la autoridad
cuestionada incumplió sus funciones.

ANÁLISIS SOBRE EL FONDO:

3. Para analizar el presente caso, es necesario precisar que, el artículo 25 de la
Ley Orgánica de Participación Ciudada,,a dispone:

Art. 25.- Revocotorm dl niundutu.- tus electoras y electores podrán revocar
democrútica,nente el mandato u las autoridades de elección popular por
incumplimiento de su plan de trabajo, de los disposiciones legales relativas a la
participación ciudadano y tus de,nús funciones y obligac,oies establecidas en la
Constitución de la República y (u ley correspondiente a cada una de tus dignidades
de elección popular..j’

4. Por su parte el articulo 14 del Reglamento para el Ejercicio de la Democracia
Directa a Través de la Iniciativa Popular Normativa, Consultas Popuares,
Referéndum y Revocatoria del Mandato del Consejo Nacional Eiectora, indica:

‘Contenido de la Solicitud de Fonnulario para la Recolección de Firmas.- La
solicitud se la presentará en el formulario entregado por el Consejo Nacional
Electoral adjuntando copio de la cédula de ciudadanía de el o los peticionarios,
debed ser inocivaday referirse a:
a. El o los aspectos del pia:i de trabajo picse,itadt en la inscripción de la
candidatura y que habrían sido incumplidos por la autoridad contra quien se
dirige la petición, pata lo cual debeió adji:nar ti plan de ua baja debidamente
certijicudo parel Consejo Nacional Electoral o sus deleaacio,;es provinciales;
b. La o las disposiciones legales relativas o la participación ciudadana que
consideran ii cumplidos o violetitadasy la descripción mon,vad, de los condiciones
en las queso habría producido el hiculnpllnliento o la violación legal;y/o,
c. Las funciones y obligaciones establecidas en la Constitución y la ley,
referentes u la dignidad que ejerce lo autoridad, y la descripción motivada
de las co tuliciones en las que se habría producido el incmrnplivniento.
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La ,notjvacjcin no podrá cuestionar las decisiones asumidas en el cuniplirniento de
las fiwcionesy atribuciones que por ley le corresponde a la autoridad.
En el caso de que más de un ciudadano o ciudadana suscriban una solicitud de
formulario deberá pi designo, un procurador común.” (énfasis añadidoJ.

5. La revocatoria de mandato está contemplada en la Constitución de la República.
el articulo 105 establece que las personas en goce de derechos políticos pueden
revocar el mandato a las autoridades de elección popular. Las solicitudes de
revocatoria pueden presentarse una vez cumplido el primer año y antes del
último año del periodo para el cual fue electa la autoridad cuestionada. Durante
el período de gestión de una autoridad, solo puede realizarse un proceso de
revocatoria del mandato.

6. La revocatoria de mandato es un mecanismo de participación ciudadana que
permite a los electores destituir de su cargo a una autoridad elegida por voto
popular antes de que concluya su período oficial. Este proceso se íundamenta
en el principio democrático de que la soberanía reside en el pueblo,
otorgándole la facultad de evaluar y, en su caso, retirar la coníianza depositada
en sus representantes.

7. En la presente causa, correspondía al proponente del proceso de revocatoria
del mandado fundamentar los supuestos incumplimientos en que habría
incurrido la autoridad cuestionada; lo cual en el presente caso no ha sucedido,
dado que, la imprecisión respecto a tales imputaciones no se ha realiiado desde
la fase administrativa, esto es ante el Consejo Nacional ElectoraL ni en la
deducción del presente recurso subjetivo.

8. En la especie se colige que el pioponente, basa su petición alegando que a
expedición de la sentencia dentro de la causa 316-2023-TCE por una infracción
electoral que cometió la autoridad cuestionada es motivo suficiente que se
determinen los supuestos incumplimientos en que ésta habría incurrido.

9. Al respecto, el Reglamento de Trámites del Tribunal Contencioso Electoral,
respecto a la carga probatoria dispone en sus artículos 140 y 143 lo siguiente:

‘Art. 140.- Necesidad de la prueba.- Deben proborse todos los hechus alegados por
las partes, salvo los que no lo requieran, tales como aquellos de pleno derecho.

r..)
Art 143.- Carga de la prueba.- ts obligación de lo parte actora probar los hechos
que ha propuesto afirmativamente en la denuncio, acción o recurso (fue ha
negado el legitimado pasivo en se, contestación (..)“

1O.Dc lo antes expuesto, se puede colegir que la parte proponente no ha
presentado elementos probatorios que permitan determinar que la autoridad
cuestionada se encuentre inmersa en los incumplimientos que se e imputan.

11.La Ley Orgánica de Participación Ciudadana dispone el ejercicio de este
derecho en os siguientes términos

GAJÁN11ZMOS 3
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“Art. 25.- Revocatoria del mandato.- Los electoras y electores podrán ‘evocar
democráticamente el mandato a las auturidades de elección popular por
incumplimiento de su pial? de trabajo, (le las disposiciones legales relativas a la
participación ciudadana y las demds [urIcrnr?es y oblqociones establecidos en la
Constitución de lo República y la ley correspondiente o cada una de las dqnidades
de elección popular. Las causas desglosadas son:

Incumplimiento de su plan de trabajo,
II) Incumplimíento de Las disposiciones legales relativas a a participación

ciudadana; e
iii) lncurnpliniento de las demás hinciories y obligaciones establecidas en a

Constitución de la República y la ley.

12.Sobre la procedencia pat-a la presentación de la revocatoria de mandato el
Reglamento de Consultas Populares Iniciativa Revocatoria de Mandato en el
art 14 desarrolla el contenido de la solicitud Formulario para la Recolección de
Firmas:

“Art. 14.- Contenido de la Solicitud de Formulario para la Recolección de
Firmas.- Lo so!icftud se lo presentará en .I jármirlnrio entregado por ei Consejo
Nacional Electoral adjuntarido copia de lo cédula de ciudadanía de el o los
peticionarios, deberá ser motiva lay referirse a:

a. El o los aspectos del plan de trabajo presentado en la inscripción de la
condida[ura y que habrían sido incumplidos por lo autoridad contra quien se
diriqe la pe.icióii, paio lo cual deberá adjuntar el plan de trabajo debidrimenre
certificado por el Consejo Nacional Electoral o sus delegociorms provinciales;
b. La o las disposiciones legales relativas a la participación ciudadana que
consideran incumplidas o violentadas y la descr-pci4 n,otivada de las
condiciones en las que se habría producido el incrnplir;ierto o lo violación legal;
y/o’
a Los funcionesy obliqaciones estal;lecidas en lo Consurucióiiy lo ley, referentes a
la dignidad que ejerce la autoridad, y la descripción motivada de las
condiciones en las que se habría producido el incumplimiento.

La motivación rio podrá cuestionar las decisiones asumidas en el cumplimiento de
lasfuncionesy atribuciones que por ley le corresponde a la autoridad.
En el caso de que más de un ciudadano o iudada,io suscriban una solicicud de
forn ti lar-jo deberán designar u o procuiador co’ii úri.

En esta disposición se establece con claridad las causas, incumplimientos que a
criterio de los solicitantes ha iticur:ido la autoridad, pero con la obligación de
motivarlos y también presentar las pruehas para la demostración de los hechos
en los cuales se verifiquen dichas causales.

13.Es necesario señalar que, la sentencia emitida en a causa Nro. 316-2023-TCE.
estableció como sanción a señor Christian Pabel Muñoz López alcade d&
Distrito Metropolitano de Quito:

13.i.Miilta ‘eferente a (lSD. 9200,OU
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13.2.Medidas de reparación; i) Disculpas públlcus,y ¡Q Publicación de ¡a sentencia
en la página web del Municipio riel Distrito Metropolitano de Qu,to.
Esto sentencio fue tvtif7 cada pote? Pleno Jurísdicciona? el 24 de ohio de 2024.

14. Revisada a información que consta en la página web de este Tribunal, se tiene
que, a través de auto de 11 de junio de 2024, el uez a cargo de la ejecución
indicó lo siguiente

‘PRIMERO: (Ejecución).- En v:,wd de que el señor Christion Pabel Muñoz López.
alcalde del Distrito Metropolitano de Quito, ha dado cumplimiento con lo
dispuesto medw,ite sentencia de 08 de mazo de 2024, (o dispuesto por el Pleno de
este Tribunal mediante sentencia (toto de nlayoría) de 24 de abril de 2024, a las
16h49: as! como mediante auto de 20 de muyo de 2024, la Secretaria Relatora ad
bac del despacho, conforme a lo dispuesto etilos artículos 42y 177 numeral 1 dei
Reglamento de T,-ú,nites del Tribunal Contencioso Electoral, siente la respectiva
razón y remiro el expediente u Secretaria General de este Tribuna!, para su
archivo.

15.De lo antes anotado, tenemos que la sentencia en la cual el proponente basa su
petición de inicifi de -evocatoria de mandato de la autoridad cuestionada no
solo que no dispone una sanción adicional a la que ahí se ha establecido.

16.Adicionalmente, la sentencia de la causa Nro. 316-2023-TCE, no solo que se
encuentra ejecutoriada y pasa en autoridad de cosa juzgada, sino que la misma
se encuentra ejecutada, es decir cumplida por e señor Christian Pabe Muñoz
López, alcalde del Distrito Metropolitano de Quito.

17.Bajo esta premisa, el proponente. señor Néstor Napoleón Marroquín Carrera ha
sido enfático en recalcar que la sentencia antes indicada es lo que ha motivado
su petitorio para el formulario de recolección de firmas para la revocatoria del
mandato de la autoridad cuestionada.

1B.Claramente no existe una fundamentación jurídica, ni Fáctica que se haya
presentado en el proceso que permita arribar a la conclusión de que la
autoridad cuestionada haya innimplido con las labores determinadas en el
articifio 90 del COOTAD por el solo hecho de que se haya emitido en su contra

una sentencia por una infracción electonil, la cual ya fue juzgada.

19. Por lo tanto al no existir una clara, motivada y fundamentada determinación, de
los incumplimientos que se aluden habría incurrido el señor Christian Pabel
Muñoz López, alcalde del Distrito Metropolitano de Quito, no se cumple con lo
dispuesto en el ardculo 14 del Reglamento para el Ejercicio de la Democracia
Directa a Través de la Iniciativa Popular Normativa, Consultas Populares,
Refciénduni, y Revocatoria del Mandato del Consejo Nacional Electoral, literal
c) que ha sido invocado por el proponente.

2O.Al huscarse una salicióli adicional a los hechos que fueron ya sentenciados por
este Tribunal en la causa 3 16-2023-lCE, nos enfrentamos claramente ante un
caso en el cual el accionante, señor Néstor Napoleón Marroquín Carrera, busca
que se trastoque la garantía jitrisdiccionial de la cosa juzgada y que se de un
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efecto secundario a la sentencia 316-2023-TCE, la cual se liga al principio
constitucional de no ser juzgado dos veces por los mismos hechos.

21.En el presente caso se puede evidenciar que el recurrente busca iniciar un
proceso (le revocatoria aduciendo que la existencia de una sentencia en la cual
se declara la culpabilidad del señor Pabel Muñoz, en su calidad de alcalde de
Quito, se subsume en una causa’ de revocatoria del mandato.

22.Esta pretensión mediante la cual se anuncia como prueba, la sentencia de la
causa 316-2023-TCE, la cual ha causado cosa juzgada y los hechos que se han
observados como antijurídicos ya han sido sancionados, es decir que con la
conceptualización de cosa juzgada, en su primer objeto es el de limitar a
sancionar el actuar de la primera autoridad de a ciudad, porque con ello con la
ejecutoría de dicha sentencia no procede iniciar otro proceso por los mismos
hechos.

23.La Corte Constitucional en su sentencia 2297-1O-EP/24, señala referente a la
cosa juzgada lo siguiente:

En esta línea, la sentencia constitucional 224-23-JP/24 reconoció que la existencia
de cosa juzgada jurisdllccional es un motivo válido pata no recibí, una respuesta
sobre el fondo de las pretensiones plan Leudas; determinando que, ‘una vez que se
ha alcanzado una sentencia definitiva, las pa-tes litigiosas no pueden
someter la misma controversia a un nuevo proceso judicial’ Asi sentó que
“la cosa juzgada jurisdiccional podría transgredirse ante la presentación de una
nuevo acción que duplique la resolución de un mismo litigio ya resuelta’:

Es importante hace, ‘iota, que en la precitada sentencia constitucional, esta Corte
sostuvo que razonamientos relativos a la existencia de cosa juzgada, “cleber[án]
ser resuelt[osj rnotivoda,nente en sentencia, en la cual se deberá verificar si la
decisión que aparentemente goza del efecto de cosa juzgada atendió la
controversia, es decir, si cuenta con una respuesta sobre las alegaciones y hechos
presentados y un análisis de los derechos alegados como vulnerados en el ,narco
del ,esp eta de las garantías del debido proceso

24.Elemento jurídico que es aplicable a la presente causa puesto que ya se ha
alcanzado una sentencia definitiva que ha agotado la sanción para los hechos
mencionados por el recurrente, constituyéndose en cosa juzgada y que lo
mismo, al tratarse de los mismos hechos pueden generar un doble juzgamiento
en la misma materia, lo cual se encuentra prohibido por la Constitución.

25.Ante lo mencionado la Constitución de la República del Ecuador, en adelante
Constitución, establece en el artículo 76 numeral 7 letra iJ como una garantía
del debido proceso que:

‘Nadie podrá ser juzgado más de una vez por lo misma caiisay materia. (.3”

26.Esto se traduce en la presente causa, cuando se aduce como medio de prueba la
sentencia que ya se encuentra ejecutoriada y cumplida en todas sus partes,
posterior a ello se menciona que los hechos que sirvieron de base para el
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desarrollo de la causa 316-2023-TCE, no pueden ser objeto de un nuevo
proceso, peor aún de un proceso de revocatoria de mandato en el ámbito
electoral.

Por las razones expuestas a criterio del suscrito juez electoral, sobre la base del
análisis que obra a líneas ut suprv, la parte resolutiva debió ser dictada en Los
siguientes términos:

PRIMERO: Rechazar el recurso de apelación interpuesto por el señor Néstor
Napoleón Marroquín Carrera, en contra de la sentencia de instancia emitida dentro
de la presente causa.

SEGUNDO: Ratificar en todas sus partes la sentencia venida en grado.” F.) Dr.
Fernando Muñoz Benítez, JUEZ TRIBUNAL CONTENCIOSO ELECTORAL

GAPÁNTIZÁMOS 7
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CARTELERA VIRTUAL-PÁGINA WEB INSTITUCIONAL www.tce.Qob.ec

A: PÚBLICO EN GENERAL

Dentro de la causa signada con el Nro. 247-2024-TCE, se ha dictado lo que
a continuación me permito transcribir:

“Causa 247-2024-TCE

Voto Salvado

Sentencia de Segunda Instancia

TRIBUNAL CONTENCIOSO ELECTORAL.- Quito, Distrito
Metropolitano, 14 de marzo de 2025, las 18H05. VISTOS.

1
La sentencia cte mayoría revoca la decisión de primera instancia.
Discrepo al respecto por los siguientes motivos:

Se solicita por parte del peticionario, Néstor Marroquín, al Consejo
Nacional Electoral, que se le entreguen los formularios a fin de
recoger las firmas necesarias para revocar el mandato del Alcalde del
Distrito Metropolitano de Quito. Al efecto se señala que existe la
causal de incumplimiento de funciones y obligaciones establecida en
la Constitución y la Ley correspondiente a cada una de las dignidades
de elección popular, prevista en el artículo 25 de a Ley de
Participación Ciudadana.

Señaló el peticionario que el Alcalde de Quito, Christian Muñoz, ha
incumplido las funciones que le impone la ley, el Código de la
Democracia, y eso se demuestra porque el Burgomaestre fue
sancionado por el Tribunal Contencioso Electoral, en la causa 316-
2023-TCE, en la que se lo declaró responsable del cometimiento de
una infracción electoral prevista en el número 3 del artículo 278 del
Código de la Democracia. Así lo deja claramente señalado el fallo de
mayoría

1
justicia que garantiza democracia

José Mon’el de Abascol N3749 y ofloIe
PBX- C53 02381 5000
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27. Seflala que el incumplimiento de constinicionales y leaales es evidente con la

sanción impuesta al seior Christiaii Pabel Muñoz López. biirgoiuaestit del cantón Quito. Y

por ende fimcionario pÜblico. por el Tribunal Contencioso Electoral dentro de la causa Nro

316-2023-TC’E, al indunir en la infracción electoral tipificada ci, el ainculo 278 del Código

de la De,nociacin. que prohibe a los senidores pi’iblicos iealizr actos que induzcan al voto

a favor de dewnuinada prefereiicia elecioral o promover apodes económicos a Ima

Oigailización politica o a una candidata o candidato. Hecho que. sala. ha sido probado

más aÉl de toda dtid razonable y que no fine analizado por el juez a

28. Además, indica que si bien el recurrente se eqiuvocó al citar la nonna incumplida, el

juez a quo debia aplicar el priiicipio procesal ¡un, ,,rnit rin-la. pues el hecho anibuido y
probado anllpoco está permitido en el artículo 90 del COOTAD. especÉicrnnente en el

[itetal “cc) Las de,,,á an’ibucioi,es que piei’eafl ‘a ki .1 e.staUíto de a,’to,’oniia ‘. en

concordancia con el artículo 226 de la CRE, el priniero que esrablece las anibuciones y

funciones del alcalde entre las cuales no se enduenna la de realizar actos lue induzcan al

voto a favor de cleteniunada preferencia electoral o promuevan aportes económicos a ‘ma

organización política o a una candidata o candidato, y el segundo. que las instituciones del

Estado, sus organismos y dependencias. nsj como los servidores públicos y cualquier

persona que actúe en ejercicio de una autoridad estatal, solo podrán ejercer las

coipe[encas y atribuciones que les sean asiiadas por la Consrin.ción y la ley.

En el párrafo 27 y 28 del fallo de mayoría a pesar de que señala que
existe la petición que invoca la causal de incumplimiento de
funciones, el Tribunal sin señalarlo expresamente corrige la misma y
en el párrafo 57 señala que en realidad lo que existe es un
incumplimiento de obligaciones (prohibiciones) que le impone al
Alcalde el ordenamiento jurídico.

7- Se eniieucle por ohliaació,i. al debe’ de hacer o de no hacer algo que se enculeflti-e

e%plici(rnuienle ordenado eu los ieros nornrniivos aplicables a rada auronjid o servidor

público. En el p,senre caso. se rata de las prohibicioiie dipuiesias por el ordenamienTo
jtuídiço paLa qLieiI ejerza ci cargo de alcalde del Disr.iro \4cnopoltano de Qutíco Nj es
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discrec ioiji,l c ‘unpl ji as o no. sino que cniu,, n ven obligaciones i Ir Ci aTivas cuya
ijiobseuvancia puede generar consecuencias juiriclicas.
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59. Por su parte, el articulo 25 de la ley Oigáuica de Participación Ciudadana y (atino!

Social incorpora entre las catales para la procedencia de la revocatoria del mandato. el
de las dei,,dsfnicioi,es i obligaciones establecidas ng la Conjrlr,,ción de

la República 1’ la le, cori-cspa,idieire a cada ulla de las dignidades dc &lecrió,i popular.

que para el caso que nos ocupa. se sustenta en una sentencia emitida por este Tribunal, en la

que se detennüió que la autoridad cuya revocatoria del mandato se solicita. en ejercicio de

sus fluiciones. incunió en la infraceLón electoral establecida en niuneral 3 del artículo 278

del Código de la Democracia, es decir, no deriva de [ma accíón u omisión del ordenamiento
jurídico como particular sino por el cargo de representación popular que Ostenta 3 que se

encitentia establecida pm ‘ma mini dad judicial couipeteule,

Incluso en este contexto de corrección, el fallo de mayoría olvida la
parte del enunciado normativo de) artículo 25 de la Ley De
Participación Ciudadana que expresa que tal incumpiimiento de
obligaciones se refiere a

“obligaciones establecidas en la Constitución de la República y
la ley correspondiente a cada una de las dignidades de
elección popular”. (Resaltado me corresponde)

Es decir, que no son todas las obligaciones o prohibiciones que
impone el ordenamiento jurídico, como señala el fallo de mayoría,
sino solo las obligaciones correspondientes a cada una de las
dignidades de elección popular. En el presente caso, al ser a petición
de íormularios para la revocatoria de Alcalde, se debe determinar
cuál de tales obligaciones, la de Alcalde, se ha incumplido.

Aquello no se avanza a determinar en el tallo de mayoría, porque lo
que se está señalando es que se incumplió una prohibición que la ley
realiza a todos los servidores públicos, no sólo a los Alcaldes,

Por ello, si el Tribunal consideraba que se debe inaplicar por
inconstitucional la parte del enunciado normativo previsto en el
artículo 25 de la Ley de Participación Ciudadana que señala
“correspondiente a cada una de las dignidades de elección
popular”, debió remitir de conformidad con el artículo 428 de la
Constitución, en consulta a la Corte Constitucional, pues en el país no
existe control de constitucionalidad difuso, sino concentrado.

Lo contrario implica inaplicar parte de la norma legal de forma tácita
y eso está prohibido por el ordenamiento constitucional y legal
porque viola el principio de igualdad ante la ley y la seguridad
jurídica.
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Por estas consideraciones, dejo fundamentado mi voto en contra del
fallo de mayoría.

NOTIFÍQUESE y PUBLÍQUESE.-” F.) Richard González Dávila,
Juez Suplente. T endoso Electoral

litano, 14 de marzo de 2025
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